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NOMENCLATURA : 1. [40]Sentencia
JUZGADO : 17  Juzgado Civil de Santiagoº
CAUSA ROL : C-12294-2018
CARATULADO : ABARCA/CONSEJO DE DEFENSA DEL 
ESTADOI

Santiago,  veintiocho de Marzo de dos mil diecinueve 
Vistos:

Con fecha 23 de abril de 2018, mediante presentaci n ingresada poró  
Oficina Judicial Virtual, comparece don Omar Fernando Cabrera Cabezas, 
abogado, domiciliado en pasaje Dr. Sotero del R o N  326, oficina N  409,í º º  
comuna de Santiago, en representaci n judicial  de don Carlos Fernandoó  
Abarca Riveros, mec nico, quien interpone demanda de indemnizaci n deá ó  
perjuicios en contra del Fisco de Chile, representado por su presidenta del 
Consejo de Defensa del Estado por do a Mar a Eugenia Manaud Tapia,ñ í  
abogada, con domicilio en calle Agustinas 1687, edificio Plazuela de Las 
Agustinas, Santiago.

Manifiesta  que  los  hechos  descritos  en  este  ac pite  han  sidoá  
reconocidos voluntariamente por el Estado de Chile a trav s de la Comisi né ó  
Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura en sus informes Valech N  1 yó í º  
Valech N  2. Indica que relatar  de manera sucinta, las torturas, vejacionesº á  
y  otros  tratos  inhumanos  y  degradantes  a  los  que  fue  sometido  su 
representado por agentes del Estado y que constituyen el fundamento f cticoá  
de su demanda.

Relata que la Comisi n ha reconocido la condici n de v ctima deó ó í  
prisi n por razones pol ticas y de tortura a trav s de un proceso colegiadoó í é  
de evaluaci n de los antecedentes de cada caso en particular, dirigido a laó  
identificaci n  de  elementos  de  juicio  objetivos,  que permitieran formarseó  
convicci n  moral  sobre  dicha  condici n.ó ó  Se ala  que  cada  caso  y  cadañ  
detenci n fue objeto de un riguroso proceso de an lisis que comprendi  laó á ó  
validaci n de la informaci n proporcionada por los declarantes por medioó ó  
de  investigaci n  documental,  antecedentes  provenientes  de  organismosó  
p blicos, referencias de organismos de derechos humanos, de organizacionesú  
de v ctimas, informaci n de testigos calificados, investigaciones en bases deí ó  
datos  disponibles  y,  en  un  n mero  significativo  de  casos,  mediante  unaú  
segunda  entrevista  a  la  v ctima  o  a  testigos.í  Agrega  que  un  n meroú  
considerable  de  personas  que  prestaron  testimonio  ante  la  Comisi nó  
adjuntaron certificados de los organismos que practicaron la detenci n oó  
mantuvieron a los  detenidos  en recintos  de su dependencia  y que otras 
presentaron  documentos  tales  como  salvoconductos,  tarjetas  de  control, 
certificados de la Secretar a Ejecutiva Nacional de Detenidos (SENDET),í  
sentencias judiciales o piezas procesales que dan cuenta de la privaci n deó  
libertad.
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Tras referir una serie de datos estad sticos acerca de las personas queí  

fueron torturadas en dictadura, expresa que su representado fue reconocido 
por la Comisi n de Prisi n Pol tica y Tortura de Chile como v ctima deó ó í í  
vejaciones  y  torturas  bajo  el  rol  N  36  (Comisi n  Valech  N  1),° ó °  
transcribiendo el relato en los siguientes t rminos:  é

Me  encontraba  trabajando  cuando  se  produce  le  golpe  militar“  
contra  el  gobierno  de  Salvador  Allende.  Nuevamente  las  cosas  se  
complicaron para m  y mi familia y fue as  como el d a once de septiembreí í í  
de 1973, no pudimos ir a trabajar. El d a doce pudimos ir a trabajar, peroí  
todas las puertas de entrada estaban cerradas y despu s de un par de horasé  
empezaron  a  dejar  entrar  al  personal  de  uno  por  uno. Cuando  me 
correspondi  entrar,  me llevaron custodiado por personal  militar  a  otroó  
lugar con otro compa ero de trabajo (Guillermo Pedro) y fuimos obligadosñ  
a  tirarnos  al  suelo  y  con  las  manos  en  la  nuca  como  dos  personas  
delincuentes  y  despu s  de  un  par  de  horas  fuimos  llevados  en  unaé  
camioneta a la base a rea de Quintero, en donde fuimos interrogados unoé  
por uno durante un buen tiempo; nos dejaron en libertad m s o menosá  
como a las seis de la tarde, teniendo que hacer muchas combinaciones para  
llegar a tiempo a mi casa de Playa Ancha.

Pasaron ocho d as desde que nos detuvieron en Quintero y un d aí í  
veinte de ese mes de septiembre a las cinco de la ma ana irrumpieron enñ  
mi casa un grupo de militares con orden de registrar todo e interrogar a  
toda mi familia, separando a los ni os y a Gladys de m ; despu s registraronñ í é  
toda  la  casa  dej ndola  toda  desordenada  y  preguntando  dondeá  
guard bamos las armas y como no encontraron nada, me llevaron detenidoá  
y toda la familia quedo muy preocupada. Me llevaron al regimiento Maipo  
en Playa Ancha, en donde junto con otros que est bamos detenidos, nosá  
metieron  a  un  veh culo  militar  y  nos  llevaron  al  muelle  donde  seí  
encontraban los barcos que ten an algunos presos pol ticos; los barcos eraní í  
La esmeralda  y el buque mercante Lebu , en el cual me correspondi“ ” “ ” ó  

embarcar.  Indudablemente  todo  eso  no  fue  f cil  para  los  que  bamosá í  
detenidos porque nos trataron bastante mal. Cuando nos llevaron adentro  
de las bodegas del barco, la sorpresa fue grande, porque dentro de ellas  
ramos cientos de presos, aunque mucho no creer n, los primeros tres d asé á í  

no nos dieron ni una gota de alimento ni agua; en la noche hacia mucho  
frio, menos mal que yo antes de que me sacaran detenido de la casa, logré 
ponerme una chaqueta de cuero forrada que la compa a nos daba en elñí  
trabajo,  pero  mucha gente  ten a  muy poca  ropa,  porque no alcanz  aí ó  
ponerse mucha ropa antes de ser detenido; adem s de frio y hambre, lasá  
bodegas ten an mucho carb n de piedra ( carboncillo), porque ese barco eraí ó  
carbonero.
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Mi permanencia en ese barco dur  diez largos d as y en esos d as deó í í  

reclusi n aparecieron varios compa eros de trabajo, incluso el gerente de laó ñ  
empresa Chilectra. En la noche. Todos ramos obligados a subir a cubiertaé  
con  la  vista  vendada  y  nos  llevaban  a  una  sala  en  donde  ramosé  
interrogados porque quer an saber qui nes eran las personas que ten an lasí é í  
armas y las conexiones del partido, ramos tratados muy mal, tanto f sicaé í  
como ps quicamente. Al cuarto d a nos empezaron a subir a cubierta paraí í  
darnos un poco de comida y que coincidencia, desde la cubierta, pod a verí  
la casa de mi suegro y me acordaba de mi familia; por otra parte, Gladys se  
movilizaba para poder ubicarme, lo cual dio frutos y pudo mandarme un  
chal y unas vitaminas y algo para comer, pero eso no lleg  a tiempo. Losó  
d as en el  barco fueron largos y denigrantes,  porque en las bodegas noí  
hab a agua ni servicio higi nico; para hacer nuestras necesidades, nos ten aní é í  
un tambor recortado en medio del cual se pon a una tabla y all  uno deb aí í í  
sentarse, si as  puede llamarse, para hacer las necesidades y todos los d así í  
hab a que ir a botarlo al mar.í

Uno de esos d as, que son del destino de cada uno, me ofrec  para irí í  
a botar el tacho; eran dos personas que ten an que ir, siempre vigilados porí  
un guardia armado, lo cual era igual que en las pel culas de guerra, deí  
vuelta, despu s de botar el contenido del tacho, nos devolvimos al barco yé  
cuando divis  el buque de guerra Almirante Latorre , me record  que ené “ ” é  
l andaba un primo m o y le coment  al guardia que nos vigilaba que yoé í é  

ten a un primo en ese barco y me pregunt  que como se llamaba y le dijeí ó  
su nombre, tomando nota de ste, no s  si para saber si estaba involucradoé é  
con mis ideas o fue realmente de buena voluntad, el hecho es que un d a ení  
la noche lleg  mi primo para saber c mo me encontraba. Claro que laó ó  
entrevista fue con la vista vendada y de espaldas hacia l. No s  cu l fue elé é á  
motivo de esto y as  fue que los pocos d as lleg  un galoneado a cubierta yí í ó  
llamaron a formar y a enumerarse, porque eso era de todos los d as queí  
deb a hacerse. El galoneado pregunt  qui n era Carlos Abarca y ordení ó é ó  
que diera un paso adelante y se fue; m s o menos despu s de una hora meá é  
llamaron para arriba porque me iba para la casa porque estaba libre. De  
todo lo que me quedaba de lo que me hab a mandado Gladys, que al finí  
hab a  recibido,  el  chal  y  unas  cuantas  vitaminas  se  las  dej  a  misí é  
compa eros. Qued  libre m s o menos a las cuatro o cinco de la tarde, noñ é á  
recuerdo la hora exacta. Al salir libre ped  mi certificado que justificara mií  
libertad y me lo dieron y lo tengo en mi poder hasta estos d as. El caminoí  
desde el barco hasta la salida del muelle es largo y ah  me esperaba Gladysí  
y Carlos y nos fundimos en un gran abrazo y muchas l grimas. En casa nosá  
esperaban mis otros hijos y un mont n de amigos.ó

Despu s de esos acontecimientos, pasaron dos largos meses en que noé  
sab a qu  pasar a con mi trabajo y hab a que vivir con esa incertidumbre,í é í í  
lo cual me llev  a contactarme con algunos compa eros que estaban en laó ñ  
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misma  situaci n  y  nos  pusimos  de  acuerdo  para  ir  a  la  gerencia  enó  
Valpara so para plantear nuestra situaci n. La gerencia estaba a cargo deí ó  
un capit n de la marina de guerra, pedimos una entrevista y nos recibi  alá ó  
grupo  que  en  ese  momento  est bamos  all ,  ramos  seis  personas,  leá í é  
planteamos nuestro problema, del tiempo que est bamos sin trabajar y a laá  
vez  sin  recibir  sueldo  y  le  mostramos  los  certificados  de  libertad  que  
ten amos. El capit n comprendi  nuestra inquietud e inmediatamente tomí á ó ó  
el  tel fono y se comunic  con el  jefe de planta que se llamaba Rub né ó é  
Fern ndez.  El  capit n nos inform  que nos fu ramos inmediatamente aá á ó é  
ventanas para empezar a trabajar, se les dieron las gracias correspondientes  
y nos fuimos a Ventanas, los seis del grupo en mi cacharrito. Llegamos a la  
central y nos llevaron a una sala de conferencia, ante un capit n que estabaá  
a cargo de la central y nos dijo que l no quer a que se hablara de pol ticaé í í  
y no se hiciesen grupos de personas y muchas cosas m s con respecto a suá  
disciplina. Nos pusimos a trabajar cada uno en sus respectivos puestos.

Las cosas marchaban con una disciplina militar para todo el personal  
que trabajaba en el centro. Los m s afectados por esta disciplina fuimos miá  
compa ero  Guillermo  Pedro,  el  soldado,  y  yo  que  en  ese  tiempo  erañ  
pa olero.  Por  lo  menos,  una  vez  a  la  semana  nos  llamaban  parañ  
molestarnos por cualquier cosa y eso a uno lo manten a con mucha tensi n,í ó  
lo cual aconteci  por un periodo de dos a os. Fue tanto lo que molestaronó ñ  
que en algunas oportunidades me sacaron del comedor del casino en donde  
com amos y me llevaron a una puerta en donde fui registrado para ver sií  
encontraban alguna evidencia para posible despido o detenci n. Fue poró  
ello que empec  a pensar en irme para cualquier parte, a pesar que duranteé  
veinticuatro  a os  trabajaba  en  esa  empresa,  pero  para  m  era  m sñ í á  
importante velar por la integridad de mi familia, porque por parte de mis  
hijos, en el colegio, Carlos ten a problemas por lo mismo que yo sufr a. Ení í  
los colegios a Fernando y Alexis les cortaron el pelo a lo militar, pues en  
ninguna escuela se acept  el pelo largo, lo cual a ellos les caus  un poco deó ó  
problemas. Un d a me dijo que quer a irse del pa s, a la Argentina; comoí í í  
sab a que ten a problemas en el colegio, le dimos los medios necesarios paraí í  
su viaje; parti  un mes de marzo de 1975 hacia Buenos Aires. ó

Unos meses antes que Carlos se fuera, yo empec  a hacer los tr mitesé á  
en  la  Embajada  de  Sud- frica  y  de  Australia  en  Santiago  para  ver  laÁ  
posibilidad de emigrar, todo iba saliendo bien, nos hicimos los ex menesá  
m dicos, nos llamaros a una entrevista, nos mostraron en donde vivir amosé í  
y nos fuimos muy contentos a casa, ya que nos dijeron que pronto nos  
llegar a la visa a nuestra casa. Pas  un tiempo y nos lleg  una carta en laí ó ó  
cual nos avisaba que el gobierno de Chile suspend a toda clase de convenioí  
con ese pa s y todo qued  en nada.í ó
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Mientras tanto Carlos se ubicaba en Buenos Aires trabajando en un  

hotel en el cual se hizo muy buenas amistades. Por mi parte, me preparaba  
para dejar el trabajo y marcharme tambi n. Gladys echaba de menos a sué  
hijo Carlos y me pidi  permiso para ir a verlo a buenos Aires. Regreso aó  
Chile contenta porque Carlos estaba bien y fue entonces cuando tom  leé  
decisi n definitiva de irme tambi n a Buenos Aires. Renunci  a mi trabajo,ó é é  
se hicieron todos los preparativos para partir, se dej  todo programado paraó  
partir yo solo, para ver c mo estaban las cosas por esos lados y a la vezó  
Fernando, Alexis y Lala pod an terminar el a o escolar. Un d a del mes deí ñ í  
julio de 1975, me fueron a dejar al aeropuerto, Gladys, Fernando, Alex y  
Lala.  Nos  despedimos  y  yo  pas  por  la  polic a  internacional  y  allé í í 
empezaron nuevamente  mis  problemas  porque fui  detenido y llevado al  
cuartel  de  investigaciones  de  Vicu a  Mackenna  en  Santiago.ñ  
Afortunadamente Gladys es vivaracha y me sigui  hasta el cuartel de polic aó í  
y llam  por tel fono a unos amigos para que fueran a buscar a Alex y Lalaó é  
y se qued  solo con Fernando. Estuve detenido hasta m s o menos las onceó á  
de la noche, en que lleg  el auto de Valpara so que ven a a buscarme. Leó í í  
dije a Gladys que dejara a Fernando conmigo y ella se fuera a casa de  
nuestros amigos junto a los ni os.ñ

Cuando  dijeron  que  deb a  subir  al  auto  porque  me  llevar an  aí í  
Valpara so,  les  dije  que  andaba  con  mi  hijo  y  no le  pod a  dejar  solo.í í  
Instalaron a Fernando junto al chofer y a m  me pusieron en el asientoí  
trasero  y  se  me  dijo  que  por  ning n  motivo  intentara  hacer  nadaú  
sospechoso porque ser a muy peligroso. Cuando llegamos a Valpara so, ení í  
la Plaza Victoria le dijeron a Fernando que se bajara y l no ten a dineroé í  
para tomar un veh culo para llegar a nuestra casa de Playa Ancha y a mí í  
me llevaron a un cuartel militar que se llama Silva Palma . Fui encerrado“ ”  
en una peque a celda y como a las cuatro de la ma ana me sacaron yñ ñ  
trasladaron a una sala en la cual fui interrogado sobre lo mismo de siempre,  
en donde se guardaban las armas y quien era el que mandaba todo esto.  
Les contest  tambi n lo mismo de siempre, que yo no ten a ni la menoré é í  
idea de eso de lo que dec an. Fui llevado nuevamente a la peque a celdaí ñ  
hasta las siete de la ma ana en que nuevamente fui interrogado.ñ

Era tanta la tensi n que ten a, que se me cayeron algunas l grimas deó í á  
rabia e impotencia y les dije que todo esto que me estaba pasando era  
exclusivamente  culpa  de  mi  jefe,  que  era  el  jefe  de  la  planta  central  
Ventanas y les cont  mi trayectoria durante mis veinticuatro a os en laé ñ  
empresa y que solo fue trabajar y hacer deportes  y por supuesto hacer  
trabajar  sindical  y  ser  simpatizante  del  r gimen  de  Salvador  Allende  yé  
simpatizante del  partido comunista,  ese  era todo mi delito.  Como a las  
nueve  de  la  ma ana  fui  puesto  en  libertad.  Afuera  me esperaba  comoñ  
siempre  Gladys  que  me  hab a  ubicado  por  intermedio  de  su  hermanoí  
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Normar. Al otro d a pude viajar a Buenos Aires, encontr ndome con mií á  
hijo Carlos, abraz ndonos llorando.á

Pero la vida ten a que seguir adelante, era tanta la gente que estabaí  
por esos lados, me refiero a chilenos exiliados. En Argentina exist an variosí  
centros de refugiados de todos los pa ses, incluyendo argentinos. Me fui aí  
vivir a un hotel con dos chilenos m s, pero en ese no ten a nada que verá í  
con  los  centros  de  refugiados.  En  pocos  d as  encontr  un  trabajo  deí é  
ayudante de alba il, adem s, trabaj  armando una carpa de circo y, porñ á é  
ltimo, fui a trabajar en el puerto, limpiando las sentinas de los barcos,ú  

cuyo trabajo es sucio y en una oportunidad me llevaron detenido toda la  
noche  por  estar  trabajando  sin  permiso.  Como  en  ese  tiempo  hab aí  
bastantes avisos de trabajo en los peri dicos, presente solicitud en variasó  
partes y en el mes de octubre regres  a Chile para comunicarme con mié  
familia que se pod an venir a fines de ese a o 1975 a la Argentina, llegandoí ñ  
en diciembre de ese a o.ñ

A mi regreso a la Argentina, fui detenido nuevamente en la Aduana  
de Chile porque ten a orden de no salir del pa s, pero afortunadamenteí í  
andaba trayendo el comprobante de mi ltima detenci n en el aeropuerto yú ó  
se los present  dej ndome pasar. Tuve que correr para alcanzar el veh culoé á í  
el  que  ya  iba  partiendo.  Todo esto  pareciera  que fuera  mentira  haber  
pasado por tantas dificultades y siempre pensando en mi familia que ten aí  
que sacar adelante . ”

En  lo  concerniente  al  da o  reclamado,  explica  que  comoñ  
consecuencia  directa  de  las  torturas  producidas  a  su  representado  se 
desprende,  inequ vocamente,  un  perjuicio  tanto  ps quico,  como  f sicoí í í  
inconmensurable provocado por el Estado de Chile durante el periodo del 
gobierno dictatorial. Agrega que los da os f sicos y ps quicos tienen car cterñ í í á  
de permanentes, pues, aunque hayan transcurrido m s de cuarenta a os deá ñ  
lo sucedido las personas contin an con secuelas producto de la privaci n deú ó  
libertad y las distintas torturas a las que fueron sometidas, adem s de queá  
muchos fueron obligados, directa o indirectamente, a abandonar el pa s, siní  
poder  retornar,  algunos  incluso  alej ndose  de  sus  familias  y  otrosá  
derechamente ejecutados.

Tras referir una serie de relatos de personas torturadas que hacen 
alusi n a los da os padecidos, el actor expresa que estos da os emocionales,ó ñ ñ  
morales  y  materiales  que  necesariamente  se  causaron  a  las  v ctimas  deí  
torturas, son lo que est  pidiendo en esta demanda que sean indemnizados.á  
Agrega que los da os tanto f sicos como ps quicos son distintos de personañ í í  
en persona, sin embargo, todos tienen en com n el da o moral. El da oú ñ ñ  
causado  es  obvio,  p blico,  notorio,  y  no  hay  quien  pueda  negarloú  
caprichosamente. Se trata de dolores y traumas humanos, que no hacen 
distinci n  para  alojarse  en  el  alma  de  quien  los  padece,  atendiendo  aó  
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condiciones  sociales,  pol ticas,  culturales  o  religiosas.  Luego  de  citarí  
jurisprudencia, expone que el da o moral se hace patente por s  mismo enñ í  
atenci n a los hechos, es decir, salta a la vista de lo evidente que es. Lasó  
angustias, padecimientos y dolores, sumadas a las incertidumbres, miedos, 
inseguridades,  son  f ciles  de  entender  en  su  plenitud,  y  s lo  cabe  alá ó  
sentenciador hacer una estimaci n fundada de su magnitud y del monto deó  
la reparaci n.ó

Concluye que por todo ello, es que en este acto, en la representaci nó  
que inviste como apoderado del demandante ya individualizado, demanda 
al Fisco de Chile, por da o moral, como consecuencia directa del secuestroñ  
y  torturas  de  que  fue  objeto,  el  pago  de  doscientos  millones  de  pesos 
($200.000.000.-), suma que deber  ser pagada con reajustes de acuerdo alá  
IPC e intereses legales desde la fecha de notificaci n de la demanda hastaó  
su  completo  pago,  m s  las  costas  del  juicio;  o  en  su  defecto  el  montoá  
indemnizatorio que estime el tribunal de conformidad con su apreciaci n yó  
valorizaci n del da o.ó ñ

En  lo  relativo  al  derecho  invocado,  sostiene  que  respecto  de  los 
hechos delictuosos narrados precedentemente, es civilmente responsable el 
Estado de Chile, ya que a quienes se acusa su autor a, a la fecha de suí  
comisi n,  eran miembros  del  Ej rcito de Chile y  de otras  ramas de lasó é  
Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad P blica o Civiles adscritos a lasú  
mismas, quienes se encontraban revestidos de autoridad p blica. Agrega queú  
el Estado de Chile ha reconocido expresamente su responsabilidad en la 
pr ctica  de  secuestro  y  tortura  ocurrida  durante  la  dictadura  militar,á  
mediante distintos actos e instrumentos jur dicos, entre ellos cabe destacar elí  
Informe emitido por la Comisi n Nacional de Verdad y Reconciliaci n y eló ó  
Informe sobre Prisi n Pol tica y Tortura, denominado Informe Valech .ó í “ ”  
Indica que en efecto, en el mencionado Informe Valech, su representado fue 
reconocido como v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura.í ó í

Sostiene  que  la  responsabilidad  del  Estado,  por  el  da o  moralñ  
ocasionado a su mandante, emana en primer lugar de un principio general 
de  derecho  administrativo  que  obliga  a  responder  al  Estado  por  los 
perjuicios causados por actos u omisiones de sus agentes a las v ctimas queí  
no se encuentran obligadas a soportarlos, el que se ha desarrollado sobre la 
base de la jurisprudencia y de la legislaci n especial, y que es anterior a laó  
fecha de comisi n de los hechos juzgados en la presente causa.ó

Tras explicar una evoluci n de la responsabilidad del Estado en Chile,ó  
afirma que las normas en materia de prescripci n que contempla el C digoó ó  
Civil para los delitos y cuasidelitos no resulta aplicable a los procesos en que 
se persiga la responsabilidad extracontractual del Estado, ya que en estos 
casos  tambi n  existen  las  normas  de  derecho  p blico  que  rigen  laé ú  
responsabilidad  del  Estado  como  son  los  preceptos  citados  de  la 
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Constituci n de 1925, ergo seg n dice, la acci n que se ejerce en estos autosó ú ó  
es imprescriptible.

Seguidamente, expone que la responsabilidad del Estado es integral, 
es decir, debe repararse y todo da o causado a un particular y, para unañ  
correcta interpretaci n de estas disposiciones que dejan un claro vac o lasó í  
normas de derecho administrativo indicadas, es necesario acudir al derecho 
com n. La indemnizaci n comprende -seg n el art culo 2329- todo da o,ú ó ú í ñ  
por  lo  que  naturalmente  est  incluido  el  da o  moral.  Tras  citará ñ  
jurisprudencia,  se ala  que  el  Estado  de  Chile  debe  responder  por  elñ  
perjuicio que han ocasionado funcionarios del Ej rcito de Chile actuando ené  
su calidad de tal,  puesto que se dan todos los supuestos necesarios para 
determinar el perjuicio moral sufrido por su mandante.

Previas  citas  legales,  solicita  tener  por  interpuesta  demanda  de 
indemnizaci n de perjuicios por da o moral en contra del Fisco de Chile,ó ñ  
representado  por  do a  Mar a  Eugenia  Manaud  Tapia,  admitirla  añ í  
tramitaci n, y -en definitiva- acogerla en todas sus partes declarando que eló  
demandado debe pagar, a t tulo de indemnizaci n de perjuicios por el da oí ó ñ  
moral sufrido por la v ctima de torturas provocadas por rganos del Estadoí Ó  
de Chile, la suma de $ 200.000.000.- (doscientos millones de pesos) a don 
Carlos  Fernando  Abarca  Riveros,  ya  individualizado,  m s  reajustes  eá  
intereses desde la notificaci n de esta demanda y hasta el pago efectivo yó  
total de las mismas, o la suma que el tribunal estime ajustada a derecho, 
equidad y al m rito de autos, todo con costas.é

Con fecha 18 de mayo del a o 2018, se notific  la demanda en formañ ó  
personal a do a Mar a Eugenia Manaud Tapia, en representaci n del Fiscoñ í ó  
de Chile. 

Con fecha 6 de junio de 2018, a trav s de presentaci n ingresada poré ó  
Oficina  Judicial  Virtual,  comparece  do a  Ruth  Israel  L pez,  abogadañ ó  
procurador Fiscal de Santiago del Consejo de Defensa del Estado, por el 
Fisco  de  Chile,  quien contesta  la  demanda solicitando su  total  rechazo, 
conforme a los argumentos que a continuaci n se exponen. ó

Tras exponer una s ntesis de la demanda, bajo el t tulo Excepciones,í í “  
alegaciones  y  defensas ,  opone  excepci n  de  reparaci n  integral,  y  la” ó ó  
improcedencia de la indemnizaci n alegada por haber sido ya indemnizadoó  
el  demandante. Explica  que  la  indemnizaci n  solicitada  en  autos  seó  
desenvuelve  en  el  marco  de infracciones  a  los Derechos  Humanos,  cuya 
comprensi n se da en el mbito de laó á  Justicia Transaccional, tanto en el 
Derecho Interno como en el Internacional. A ade que s lo desde esa pticañ ó ó  
pueden  analizarse  y  comprenderse  los  valores  e intereses  en  juego  en 
materia indemnizatoria, porque en este mbito se ha deá  atender tanto a la 
necesidad de que la sociedad reconozca los  errores  del  pasado para que 
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stos  no  se  repitan  en  el  futuro,  como  a  la  necesidad  de  decidiré  

qué proporci n de los recursos econ micos p blicos deber  ser destinada aó ó ú á  
reparar a las v ctimas. Indica que ello es as  porque no es posible omitir elí í  
hecho que las arcas fiscales que en definitiva est n constituidas por los− á  
aportes de todos los chilenos  deben−  satisfacer numerosas necesidades de 
toda la sociedad las que, por cierto, son−  imprescindibles  pero as  tambi n,− í é  
lo  anterior  no  puede  ser  un factor  que  impida considerar  la  reparaci nó  
pecuniaria de aquellos que son y fueron los m sá  directamente afectados en 
los  procesos  de violaci n a losó  derechos  humanos acontecidos en nuestro 
pa s. í

Agrega que este concurso de intereses o medida de s ntesis se exhibeí  
normalmente en la diversidad de contenidos que las Comisiones de Verdad 
o Reconciliaci n proponen como programas de reparaci n, que incluyenó ó  
beneficios  educacionales,  de  salud,  gestos  simb licos  u  otras  medidasó  
an logas diversas a la simple entrega de una cantidad de dinero. Indica queá  
en este sentido, no es un secreto que las transiciones han estado, en todos 
los pa ses que las han llevado a cabo, basadas en complejas negociaciones,í  
bastando para  ello  revisar  someramente  las  discusiones  originadas  en  la 
aprobaci n  de  nuestra  ley  N  19.123 para  darse  cuenta  del  c mulo  deó º ú  
sensibilidades e intereses en juego en ella. Alega que no debe extra ar queñ  
muchas de esas negociaciones privilegien a algunos grupos en desmedro de 
otros cuyos intereses se estiman m s lejanos, se compensen algunos da os yá ñ  
se  excluyan  otros  o  se  fijen  legalmente,  luego  de  un  consenso  p blico,ú  
montos, medios de pago o medidas de da o. ñ

Afirma que la llamada Comisi n Verdad y Reconciliaci n, o tambi nó ó é  
llamada  Comisi n  Rettig,  en  su  Informe  Final  propuso  una  serie  deó  
“propuestas  de reparaci nó  entre  las  cuales  se  encontraba una ” “pensi nó  
nica de reparaci n para los familiares directos de las v ctimasú ó í  y algunas”  

prestaciones  de  salud. A ade  que  dñ icho  informe  sirvi  de  causa  yó  
justificaci n al proyecto de ley que el Presidente de laó  Rep blica envi  alú ó  
Congreso y que luego derivar a en la Ley 19.123, que cre  la Corporaci ní ó ó  
Nacional  de  Reparaci n  y  Reconciliaci n,  cuyo  mensaje  fue  claro  aló ó  
expresar  que  por  l  se  buscaba,  ené  t rminos  generales,  é “reparar 
precisamente el da o moral y patrimonial que ha afectado a los familiaresñ  
directos de las v ctimasí .”

Tras referirse a la idea reparatoria que se debati  en el proyecto deó  
ley, sostiene que el marco normativo ha establecido los distintos mecanismos 
mediante los cuales se ha concretado esta compensaci n, exhibiendo aquellaó  
s ntesis que explica c mo nuestro pa s ha afrontado este complejo procesoí ó í  
de  justicia  transicional,  manifestando  que  la  reparaci n  se  ha  realizadoó  
principalmente a trav s de tres tipos de compensaciones, a) Reparacionesé  
mediante  transferencias  directas  de  dinero;  b)  Reparaciones  mediante  la 
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asignaci n  de  derechos  sobre  prestaciones  estatales  espec ficas;  y  c)ó í  
Reparaciones simb licas. ó

Acto  seguido,  en torno  al  primer  tipo  de  reparaciones  en dinero, 
expresa que varias leyes la han establecido para las personas que fueron 
v ctimas de apremios ileg timos. Manifiesta que en la discusi n legislativa deí í ó  
estas  normas se enfrentaron principalmente dos posiciones.  Por un lado, 
quienes sosten an que la reparaci n que se iba a entregar deb a hacerse aí ó í  
trav s  de  una  suma  nica  de  dinero  mientras  aparecieron  otros  queé ú  
abogaban por la entrega de una pensi n vitalicia. Tras referir una serie deó  
montos que dan cuenta de costos para el Estado, por las indemnizaciones 
que le ha significado, a diciembre de 2015 ($706.387.596.727.-). Postula que 
como puede apreciarse el impacto indemnizatorio de este tipo de pensiones 
es bastante alto.

Luego,  refiere  las  reparaciones  espec ficas,  particularmente  la  Leyí  
19.992 y sus modificaciones sobre prisioneros y torturados pol ticos, y afirmaí  
que el actor ha recibido beneficios pecuniarios al amparo de las leyes N  sº  
19.234  y  19.992  y  sus  modificaciones.  Indica  que  la  ley  19.992  y  sus 
modificaciones estableci  una pensi n anual de reparaci n y otorg  otrosó ó ó ó  
beneficios  a favor  de las  personas afectadas  por  violaciones de derechos 
humanos individualizados en el anexo  Listado de prisioneros pol ticos y“ í  
torturados  de la N mina de personas Reconocidas como V ctimas. ” ó í

Precisa  que  se  estableci  una  pensi n  anual  reajustable  deó ó  
$1.353.798.- para beneficiarios menores de 70 a os; de $ 1.480.284 parañ  
beneficiarios de 70 o m s a os de edad y de $1.549.422, para beneficiariosá ñ  
mayores de 75 a os de edad. Adicionalmente, consigna que el actor recibiñ ó 
en  forma  reciente  el  Aporte  nico  de  Reparaci n  Ley  20.874,  porÚ ó  
$1.000.000.- 

Asevera  que  el  demandante  don  Carlos  Abarca  Riveros,  seg n  loú  
informado  por  el  Instituto  de  Previsi n  Social,  figura  calificado  comoó  
v ctima de Prisi n Pol tica y Tortura en el primer informe emitido por laí ó í  
Comisi n Valech en diciembre de 2004, por lo que le asiste derecho a losó  
beneficios de reparaci n dispuestos en las Leyes N s 19.992 y 20.874. ó °

Acto seguido transcribe el detalle de dichos montos asociados al actor, 
Pensi n  Ley  19.992  Periodos  01-1994-2006:  $total  14.205.518.-;  Pensi nó ó  
Exonerado Ley 19.234 Periodo 07-2006-05-2018 $24.388.244.-; Aguinaldo 
$576.978; Bono Opci n $3.000.000.- total por pensi n de exonerado, m só ó á  
aguinaldo y bono $27.975.222.- Monto Global Percibido $42.180.740.- 

Seguidamente,  refiere  reparaciones  mediante  la  asignaci n  deó  
derechos sobre prestaciones estatales espec ficas, explicando que se concedií ó 
a los beneficiarios tanto de la Ley 19.234 como de la Ley 19.992, el derecho 
a  gratuidad  en  las  prestaciones  m dicas  otorgadas  por  el  Programa  deé  
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Reparaci n y Atenci n Integral de Salud (PRAIS) en Servicios de Salud deló ó  
pa s. Se ala que para acceder a estos servicios la persona debe concurrir alí ñ  
hospital o consultorio de salud correspondiente a su domicilio e inscribirse 
en  la  correspondiente  oficina  del  PRAIS.  Indica  que  igualmente  se 
incluyeron beneficios educacionales consistentes en la continuidad gratuita 
de  estudios  b sicos,  medios  o  superiores.  El  organismo  encargado  deá  
orientar a las personas para el ejercicio de este derecho es la Divisi n deó  
Educaci n Superior del Ministerio de Educaci n.ó ó

Luego, refiere reparaciones simb licas a las v ctimas de violaciones aó í  
los DD.HH., mediante actos positivos de reconocimiento y recuerdo de los 
hechos que dieron lugar a aquellas violaciones.  Agrega que este tipo de 
acciones pretende reparar, ya no a trav s de un pago de dinero paliativo delé  
dolor siempre discutible en sus virtudes compensatorias  sino precisamente– –  
tratando de entregar una satisfacci n a esas v ctimas que en parte logreó í  
reparar el dolor y la tristeza y con ello reducir el da o moral. ñ

Luego,  cita  doctrina  en  lo  relativo  a  la  naturaleza  y  forma  de 
reparaci n  satisfactiva  del  da o  moral,  manifestando  que  se  ejecutaronó ñ  
diversas obras de reparaci n simb lica (memoriales, premios, museos, etc),ó ó  
de manera tal que estas han producido satisfacci n de los mismos da osó ñ  
cuya reparaci n se persigue,  al  haber compensado precisamente aquellosó  
da os, por lo que al haber compensado precisamente aquellos da os, noñ ñ  
pueden, por ello, ser exigidos nuevamente. Cita jurisprudencia nacional e 
internacional  en  apoyo  de  sus  alegaciones.  En  raz n  de  lo  anterior,ó  
manifiesta  oponer  las  excepciones  de  preterici n  en  lo  econ mico  yó ó  
reparaci n satisfactiva a su respecto, al haber sido ya reparado mediante lasó  
reparaciones  simb licas  y  de  beneficios  de salud,  a  trav s  del  programaó é  
PRAIS. 

Expone que los esfuerzos del Estado por reparar a las v ctimas deí  
DD.HH.  han  cumplido  todos  los  est ndares  internaciones  de  Justiciaá  
Transicional y han provisto indemnizaciones acordes con nuestra realidad 
econ mica que efectivamente han apuntado a compensar a las v ctimas poró í  
los da os, tanto morales como patrimoniales, sufridos a consecuencia de lasñ  
violaciones a los DDHH, de manera que tanto las indemnizaciones que se 
solicitan en estos  autos  como el  c mulo de reparaciones antes  indicadasú  
pretenden compensar los mismos da os ocasionados por los mismos hechos.ñ  
De esta forma, los ya referidos mecanismos de reparaci n han compensadoó  
aquellos  da os,  no  procediendo,  por  ello,  ser  compensados  nuevamente.ñ  
Cita jurisprudencia en apoyo de sus argumentos.

Concluye que estando las acciones interpuestas en autos basadas en 
los mismos hechos y pretendiendo indemnizar los mismos da os que hanñ  
inspirado precisamente el c mulo de acciones reparatorias ya enunciadas,ú  
incluidos los montos pagados en dinero y la pensi n vitalicia otorgada y aó  
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mayor  abundamiento,  al  tenor  de  documentos  oficiales  que  seg n  diceú  
acompa ar  en su oportunidad y que acreditar n que el demandante ya fueñ á á  
indemnizado a trav s de las leyes de reparaci n, opone la excepci n deé ó ó  
reparaci n integral  por haber sido ya indemnizado el  demandante de laó  
presente causa.

Seguidamente, opone excepci n de prescripci n extintiva de la acci nó ó ó  
civil, con arreglo a lo dispuesto en el art culo 2332 del C digo Civil, ení ó  
relaci n al art culo 2497 del mismo c digo. Manifiesta que de acuerdo a loó í ó  
expuesto en la demanda, la detenci n ilegal, prisi n pol tica y tortura queó ó í  
sufri  el actor, ocurri  desde el 11 de septiembre de 1973 hasta el a o 1975.ó ó ñ  
Agrega que entendiendo suspendida la prescripci n durante el periodo deó  
dictadura militar iniciada en septiembre de 1973, por la imposibilidad de la 
propia  v ctima  de  ejercer  las  acciones  legales  correspondientes  ante  losí  
tribunales de justicia, hasta la restauraci n de la democracia, a la fecha deó  
notificaci n de la demanda de autos, esto es, el 18 de mayo de 2018, haó  
transcurrido en exceso el plazo de prescripci n extintiva que establece eló  
citado art culo 2332. En subsidio, opone excepci n de prescripci n extintivaí ó ó  
de 5 a os contemplada en el art culo 2515 en relaci n al 2514 del C digoñ í ó ó  
Civil, ya que entre la fecha en que se habr a hecho exigible el derecho aí  
indemnizaci n y la fecha de notificaci n de la acci n civil, transcurri  conó ó ó ó  
creces el plazo que establece el citado art culo 2515. í

Tras  explicar  los  fundamentos  doctrinarios  de  la  instituci n  de  laó  
prescripci n,  argumentando su procedencia  en el  caso de  autos,  citandoó  
adem s  jurisprudencia  de  la  Excma.  Corte  Suprema,  argumenta  que  elá  
principio general es que la acci n de responsabilidad civil es prescriptible, yó  
que los tratados internacionales invocados sobre la materia no contienen 
norma alguna  que  declare  imprescriptible  dicha  acci n,  al  igual  que  eló  
derecho  interno,  de  manera  que  no  existiendo  norma  jur dica  expresa,í  
deben aplicarse aquellas previstas en el derecho com n, esto es, las relativasú  
a la  responsabilidad extracontractual  art culo 2332 del  C digo Civil,  noí ó  
pudiendo aplicarse por analog a las normas sobre imprescriptibilidad de laí  
acci n penal.ó

En lo  concerniente  al  da o  e  indemnizaci n  reclamada  por  da oñ ó ñ  
moral,  manifiesta  que  en  subsidio  a  las  excepciones  y  alegaciones  que 
esgrime anteriormente, sostiene que de acuerdo a las modernas tendencias 
sobre da o moral, la premisa consiste en que la regulaci n del monto de lañ ó  
indemnizaci n nunca puede ser una fuente de lucro o ganancia, sino queó  
debe ser un procedimiento destinado a atenuar los efectos o el rigor de la 
p rdida extrapatrimonial sufrida. Agrega que en dicha regulaci n, tampocoé ó  
pueden invocarse la capacidad econ mica del demandante y/o demandado,ó  
pues el juez s lo est  obligado a atenerse a la extensi n del da o sufrido poró á ó ñ  
la v ctima, en la cual no tienen influencia estas capacidades. Concluye queí  
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la cifra reclamada por el actor es excesiva teniendo en consideraci n lasó  
acciones y medidas de reparaci n adoptadas por el Estado de Chile en estaó  
materia, y los montos promedios fijados por nuestros tribunales de justicia, 
que en esta materia han actuado con mucha prudencia. 

Luego, expresa que en subsidio de las excepciones opuestas, de pago y 
prescripci n,  la  regulaci n del  da o moral  debe considerar los  pagos yaó ó ñ  
recibidos  por  el  actor  por  parte  del  Estado  conforme  a  las  leyes  de 
reparaci n  (N  19.123,  19.234 y 19.992)  y  tambi n todos  los  beneficiosó ° é  
extrapatrimoniales que estos cuerpos legales y otros contemplan, pues todos 
ellos tuvieron por objeto reparar el da o moral. Indica que de no accederseñ  
a esta petici n subsidiaria implicar a un doble pago por un mismo hecho, loó í  
cual contrar a los principios jur dicos b sicos del derecho en orden a que noí í á  
es jur dicamente procedente que un da o sea indemnizado dos veces. í ñ

Finalmente, alega que los reajustes s lo pueden devengarse en el casoó  
de que la sentencia acoja la demanda y establezca esa obligaci n, y adem só á  
desde que dicha sentencia se encuentre firme o ejecutoriada. En torno a los 
intereses,  expresa  que  en  el  hipot tico  caso  que  se  acoja  la  demanda,é  
condenando a su representado al pago de una indemnizaci n de perjuicios,ó  
tales reajustes e intereses  s lo podr n devengarse desde que la sentenciaó á  
condenatoria se encuentre firme o ejecutoriada y su representado incurra en 
mora. 

Con fecha 19 de junio del a o 2018, mediante presentaci n ingresadañ ó  
por  OJV,  la  parte  demandante  evacu  la  r plica,  reiterando  todos  losó é  
fundamentos de hecho y de derecho expuestos en la demanda de autos, y 
a ade que el hecho de haber obtenido pensiones de reparaci n con arregloñ ó  
a la ley N  19.123 por parte de algunos familiares, no es bice para que se° ó  
indemnice mediante un monto fijado por un tercero imparcial, que es un 
tribunal  de  la  Rep blica,  lo  cual  adem s  ser a  incompatible  con  laú á í  
normativa internacional que se aplica con preferencia al derecho interno.  

En torno a la excepci n de prescripci n, sostiene que trat ndose deó ó á  
delitos de lesa humanidad, las normas de prescripci n de derecho internoó  
no se aplican, dado que se contradicen con la normativa internacional sobre 
derechos  humanos,  y  que  en  virtud  del  art culo  5  de  la  Constituci n,í ó  
integran el ordenamiento jur dico nacional. Agrega que incluso el derechoí  
interno reconoci  expl citamente la existencia de da os y concedi  a lasó í ñ ó  
v ctimas calificadas como detenidos desaparecidos y ejecutados pol ticos, porí í  
violaci n a los derechos humanos en el periodo 1973-1990, comprendidosó  
en los informes de la Comisi n Nacional de Verdad y Reconciliaci n y laó ó  
Corporaci n  Nacional  de  Reparaci n  y  Reconciliaci n,  beneficios  deó ó ó  
car cter econ mico o pecuniario. á ó
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Con  fecha  28  de  junio  del  a o  2018,  a  trav s  de  presentaci nñ é ó  

ingresada por OJV, la parte demandada evacu  la d plica, ratificando laó ú  
totalidad  de  las  argumentaciones  expresadas  en  la  contestaci n  de  laó  
demanda de autos y expone lo siguiente: 

Expone  que  el  Estado  hace  esfuerzos  para  otorgar  no  s lo  unaó  
pensi n,  sino  que  otros  beneficios  de  salud  y  educacionales,  los  cualesó  
representan un costo importante para aqu l. Alega que probada que sea laé  
percepci n de dichos beneficios, se configura la excepci n de pago, ya queó ó  
la  indemnizaci n  demandada  en  estos  autos  es  improcedente,  por  seró  
incompatible con los referidos beneficios otorgados por el Estado.

Finalmente, en torno a la prescripci n, postula que la jurisprudenciaó  
chilena  ha  confirmado  la  prescriptibilidad  de  las  acciones  civiles 
indemnizatorias para el caso de delitos de lesa humanidad, citando casos 
judiciales en apoyo de sus argumentaciones. 

Con fecha 11 de julio del a o 2018, modificado el 4 de septiembreñ  
del  mismo  a o,  se  recibi  la  causa  a  prueba  por  el  t rmino  legal,ñ ó é  
rindi ndose la que obra en la carpeta electr nica. é ó

Con fecha 25 de octubre del  a o 2018 se cit  a las  partes  a o rñ ó í  
sentencia,  que  luego se  dej  sin  efecto,  requiriendo  que  el  demandanteó  
ratificara  lo  obrado y  el  mandato  conferido  ante  el  tribunal,  lo  que  se 
cumpli  con fecha 7 de marzo pasado.ó

Con fecha 7 de marzo de 2018, se cit  a las partes a oir sentencia. ó

CONSIDERANDO: 

PRIMERO:  Que  en  estos  autos  don  Carlos  Fernando  Abarca 
Riveros, debidamente representado, deduce en juicio de hacienda, demanda 
de  indemnizaci n  de  perjuicios  por  responsabilidad  extracontractual  enó  
contra del  Fisco de Chile,  representado legalmente por la presidente del 
Consejo de Defensa del Estado, do a Mar a Eugenia Manaud Tapia, todosñ í  
ya  individualizados,  conforme  a  los  fundamentos  de  hecho  y  derecho 
rese ados precedentemente y que s ntesis dicen relaci n con el secuestro,ñ í ó  
prisi n ilegal y torturas a que fue sometido por agentes del Estado bajo laó  
dictadura instaurada en el a o 1973, solicitando en definitiva se condene alñ  
demandado al pago de la suma de $200.000.000.- por da o moral o lasñ  
cantidades que este tribunal estime en derecho, con los reajustes e intereses 
correspondientes, con expresa condena en costas. 

SEGUNDO:  Que  por  su  parte  el  demandado  Fisco  Chile 
compareci  a la instancia contestando y duplicando la demanda de autos,ó  
solicitando  en  definitiva  el  rechazo de  la  demanda en todas  sus  partes, 
oponiendo las excepciones de improcedencia de la indemnizaci n por haberó  
sido ya indemnizado el demandante, la de reparaci n satisfactiva del da oó ñ  
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reclamado  por  ste,  y  la  prescripci n  extintiva  de  la  acci n  por  haberé ó ó  
transcurrido en exceso el plazo de 4 a os contemplado en el art culo 2332ñ í  
del C digo Civil cuya aplicaci n estima procedente, objetando, en subsidioó ó  
de todo lo anterior, el monto indemnizatorio exigido por las actoras a t tuloí  
de da o moral, por considerarlo excesivo.ñ    

TERCERO: Que la presente controversia radica en determinar si en 
la  especie  concurren  los  requisitos  de  la  responsabilidad  patrimonial  del 
Estado, y en consecuencia, si el Fisco se encuentra obligado a indemnizar el 
da o  moral  reclamado  por  el  actor,  fundado  en  la  detenci n  ilegal  yñ ó  
torturas  que experiment  en el  contexto pol tico de la  dictadura militaró í  
iniciada en el a o 1973.ñ  

CUARTO:  Que la responsabilidad civil tiene por finalidad reparar 
econ micamente a la v ctima o con mayor precisi n, compensar el da oó í ó ñ  
sufrido por sta como consecuencia de un hecho il cito. En este sentido, loé í  
que se busca es proporcionar a la v ctima, una cantidad de dinero que leí  
permita sobrellevar de mejor manera el da o sufrido, mediante el goce yñ  
disfrute de otras cosas, atendido el car cter transaccional de ste. En raz ná é ó  
de  ello,  se  dice  que  la  indemnizaci n  monetaria  no  es  una  genuinaó  
reparaci n, pues no hace desaparecer el da o ni mucho menos el hechoó ñ  
generador de ste, sino que m s bien, otorga los medios econ micos a laé á ó  
v ctima para que sta encuentre satisfacci n en la adquisici n de bienes oí é ó ó  
servicios.

QUINTO: Que en lo concerniente a la responsabilidad del Estado y 
sus rganos, el principio general expresado anteriormente se ha concretizadoó  
bajo  la  instituci n  de  la  falta  de  servicio,  criterio  general  de  atribuci nó ó  
equivalente a la culpa o negligencia que funda la reparaci n de los da osó ñ  
extracontractuales. De aqu  que la doctrina y jurisprudencia, estimen que laí  
responsabilidad  civil  o  patrimonial  de  los  rganos  p blicos  puede  seró ú  
perseguida,  ya  sea  de  acuerdo  a  las  normas  de  derecho  p blicoú  
(Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  Ley  de  Bases  Generales  de  laó í ú  
Administraci n del Estado, etc.), como a partir de la normativa de derechoó  
privado (arts. 2314 y ss. del C digo Civil).ó

SEXTO:  Que en este sentido si bien en la actualidad, es un lugar 
com n hablar de la unidad de responsabilidades p blicas y privadas a fin deú ú  
garantizar reglas y principios equitativos para los particulares que buscan la 
reparaci n de sus  da os ocasionados por el  Estado,  ello no conlleva unó ñ  
desconocimiento de las peculiaridades de las relaciones de derecho p blicoú  
(administrativa, legislativa y judicial),  en particular, respecto del  complejo 
contenido y finalidad que el rgano estatal persigue con cada una de susó  
actuaciones.
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S PTIMO:  É Que sin perjuicio  de lo anterior,  la  acci n civil  aquó í 

deducida en contra del Fisco, tendiente a obtener la reparaci n ntegra deó í  
los perjuicios que han sido ocasionados a los actores, encuentra tambi n sué  
fundamento en los  principios  generales  del  Derecho Internacional de los 
Derechos  Humanos  y  su  consagraci n  normativa  en  los  tratadosó  
internacionales ratificados por Chile, los cuales obligan al Estado chileno a 
reconocer y proteger este derecho a la reparaci n ntegra, en virtud de loó í  
dispuesto en el  inciso segundo del  art culo 5  y en el  art culo 6  de laí ° í °  
Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

Los art culos 1.1 y 63.1 de la Convenci n Americana de Derechosí ó  
Humanos, consagran que la responsabilidad del Estado por esta clase de 
il citos queda sujeta a reglas de Derecho Internacional, las que no puedení  
ser  incumplidas  a  pretexto  de  hacer  primar  otros  preceptos  de  derecho 
interno, pues si se verifica un hecho il cito imputable a un Estado, surge deí  
inmediato la responsabilidad internacional de ste por la violaci n de unaé ó  
norma de esta ndole, con el consecuente deber de reparaci n y de hacerí ó  
cesar las consecuencias de la violaci n. ó

OCTAVO: Que estas normas de rango superior imponen un l mite yí  
un deber de actuaci n a los poderes p blicos, y en especial a los tribunalesó ú  
nacionales, en tanto stos no pueden interpretar los preceptos de derechoé  
interno de un modo tal que dejen sin aplicaci n las normas de derechoó  
internacional que consagran este derecho a la reparaci n, pues ello podr aó í  
comprometer la responsabilidad internacional del Estado de Chile.

NOVENO:  Que  a  fin  de  acreditar  lo  correspondiente,  el 
demandante acompa  a la carpeta electr nica los siguientes documentos: 1)ñó ó  
copia de antecedentes  relativos a solicitud de calificaci n relativos a donó  
Carlos Fernando Abarca Riveros ante la Comisi n Nacional sobre Prisi nó ó  
Pol tica y Tortura, emitida por el Instituto Nacional de Derechos Humanos;í  
2) copia de fragmento de N mina de personas reconocidas como v ctimasó í  
elaborado por la Comisi n Nacional sobre Prisi n Pol tica y Tortura, cuyaó ó í  
p gina 547 incluye con el N  36 a don Carlos Fernando Abarca Riveros,á °  
RUN 2.825.876-3. 

D CIMO: É Que asimismo, rindi  la prueba testimonial en audienciaó  
de fecha 1 de octubre de 2018, consistente en las declaraciones de do añ  
Erika Lorena Bustos Pereira, c dula de identidad N  10.662.529-8, y doné °  
Alfonso  Ricardo  Cort s  Cort s,  c dula  de  identidad  N  10.172.893-5,é é é °  
quienes legalmente juramentados, sin tacha e interrogados al tenor de la 
interlocutoria  de  prueba,  declararon  en  s ntesis  y  en  lo  pertinente  loí  
siguiente:

La testigo Sra. Bustos, expuso que sus padres eran vecinos de don 
Carlos Fernando Abarca, quien sufri  torturas en el a o 1973, que primeroó ñ  
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fue detenido en su trabajo, le tomaron declaraciones y luego lo enviaron a 
su  casa.  Indica  que  despu s  del  11  de  septiembre,  en  horas  de  laé  
madrugada, sinti  mucha bulla,  por lo que abrieron la cortina, y hab aó í  
muchos militares fuera de su casa y en la casa de don Carlos, que estaba 
junto a su esposa y sus cuatro hijos; que hab a gritos, llantos, y los militaresí  
apuntaban con sus metralletas a su casa y a la casa de don Carlos; que 
despu s de un rato, se fueron, de manera que fueron a la casa de la vecinaé  
y ah  se encontraban llorando los ni os y la se ora. Menciona que les se alí ñ ñ ñ ó 
que a don Carlos se lo hab an llevado detenido, y que los militares andabaní  
buscando armas, que dejaron todo destruido y los ni os llorando, todo loñ  
cual  sucedi  en  Playa  Ancha,  Valpara so.  Manifiesta  que  luego  de  unó í  
tiempo, con su madre y la se ora del actor,  fueron a verlo a un barcoñ  
llamado Lebu en donde lo ten an detenido  en muy malas condiciones, muyí  
golpeado  y  delgado.  Indica  que  las  dejaron  pasarle  algunas  cosas, 
recordando  que  hab a  mucha gente  detenida  y  todas  estaban en  malasí  
condiciones, con golpes y heridas. Se ala que el actor estuvo detenido entreñ  
10 a 20 d as. En cuanto a los perjuicios, expresa que si los hay, que doní  
Carlos se retrae mucho y que desde que le pas  nunca m s volvi  a ser laó á ó  
misma persona;  que hasta  la  fecha no duerme bien,  y que no le gusta 
hablar del tema; que tanto a l, como a su familia, se le caus  mucho doloré ó  
por todo lo que pasaron, no les gusta salir mucho, siempre anda pensativo; 
que hasta el  d a de hoy presenta dolores  de cuerpo y cuenta que tieneí  
recuerdos de lo que le pas , ya que l sufri  maltratos en el barco, comoó é ó  
simulaci n de que lo iban a matar. Se ala que no ten an las condicionesó ñ í  
como por ejemplo, para ir al ba o, no ten an comida los primeros d as,ñ í í  
sufri  golpes, corrientes., etc. Finaliza diciendo que el perjuicio m s grandeó á  
fue el moral, como persona, como ser humano, y que no hay monto de 
dinero suficiente para reparar el da o causado, pues sufri  l y su familia, loñ ó é  
tuvieron detenido, lo torturaron, no le dieron de comer, y que adem s fueá  
exiliado. 

El testigo Sr. Cort s, declar  que don Carlos fue detenido durante elé ó  
mes de septiembre del a o 1973, en una primera instancia por la Fuerzañ  
A rea,  posteriormente,  dentro  del  mismo  mes  fue  tomado  detenidoé  
nuevamente,  sacado  de  su  casa  con  mucha  violencia,  destruyendo  sus 
enseres, sufriendo mucho maltrato, y luego de esto fue llevado al buque 
Lebu,  donde  fue  vejado,  torturado,  muy  maltratado,  tanto  f sica  comoí  
psicol gicamente, tambi n simularon su fusilamiento. En cuanto a los da os,ó é ñ  
expresa que se le gener  un da o moral y que don Carlos, aparte de lasó ñ  
torturas que sufri  estando detenido, debi  partir con su familia fuera deó ó  
Chile a rearmar su vida; que no obstante presenta hasta ahora una secuela, 
no tiene un buen sue o, no anda jam s de noche, sufre crisis de ansiedad, yñ á  
es muy retra do. í
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UND CIMO: É Que de otro lado, la parte demandada acompa  a lañó  

carpeta electr nica, copia de documento expedido el 31 de mayo del a oó ñ  
2018 por la Unidad Valech, Rettig y Otras leyes reparatorias asociadas al 
actor, que en total suman la cantidad de $42.180.740.-  

DUOD CIMO:  É Que son hechos  establecidos  en la  causa,  al  no 
haber  sido  controvertidos  por  las  partes  y  por  encontrarse  adem sá  
acreditados con el m rito de la instrumental producida por la demandante,é  
de  conformidad a  lo  prescrito  por  los  art culos  1700,  1702 y  1706 delí  
C digo Civil, y la prueba testimonial rese ada en el motivo 10 , que en eló ñ °  
contexto del pronunciamiento militar del 11 de septiembre de 1973, don 
Carlos  Fernando Abarca Riveros,  de  44 a os  de edad en ese  entonces,ñ  
delegado  sindical  de  la  Planta  Ventanas  de  Chilectra,  Militante  Partido 
Comunista, casado y padre de dos hijos, fue detenido por primera vez el 12 
de ese mismo mes por militares de la FACH, en su lugar de trabajo ubicado 
en  la  comuna  de  Quintero,  Regi n  de  Valpara so.  Luego,  de  seró í  
aprehendido, fue conducido a la Base A rea Quintero de la FACH, siendoé  
liberado el mismo d a. í

Luego, con fecha 20 de septiembre de 1973, don  Carlos Fernando 
Abarca Riveros, fue aprehendido por militares por segunda vez, ahora en su 
domicilio  de  Camino  Quebrada  Verde  N  240,  Valpara so,  quienes° í  
allanaron su casa utilizando armas, en la cual se encontraba su esposa y sus 
dos  hijos,  siendo  llevado  al  Regimiento  Maipo,  conduci ndolo  coné  
posterioridad  al  Buque  Lebu (Valpara so),  lugar  en  que fue  interrogadoí  
reiteradamente  sufriendo  golpes  de  pies  y  pu os  durante  8  d as,ñ í  
practic ndose incluso un simulacro de fusilamiento, hasta que fue liberadoá  
en muy malas condiciones y delgado.

En  este  contexto,  el  actor  Sr.  Abarca  continu  trabajando,  peroó  
siempre  sufriendo  amenazas.  Con  fecha  22  de  julio  del  a o  1975,  elñ  
demandante fue detenido por tercera vez en el Aeropuerto Cerrillos por 
funcionarios de la Polic a Internacional, cuando iba a viajar a Buenos Airesí  
a  ver  a  su  hijo,  siendo  conducido  al  Cuartel  General  Mackenna,  para 
posteriormente el mismo d a ser llevado a Valpara so, a la Academia deí í  
Guerra Naval, donde estuvo detenido por tres d as, siendo interrogado ení  
dicho lugar. 

D CIMO TERCERO: É Que en relaci n al primer supuesto, esto es,ó  
la  existencia  de  un  hecho  antijur dico,  í conforme  a  la  naturaleza  de  la 
materia y hechos sobre los que versa la litis, cabe consignar que del m ritoé  
de las probanzas rese adas en los motivos anteriores, ñ ha quedado acreditado 
en autos, que efectivamente el actor fue detenido en mas de una ocasi n, sinó  
causa jur dica y de forma ilegal por agentes del Estado, siendo torturado ení  
por estos, prolong ndose la segunda de las detenciones por varios d as, ená í  
que fue sometido a interrogatorios y vej menes.á
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D CIMO CUARTO: É Que las conductas descritas dan cuenta de la 

comisi n de actos ilegales y arbitrarios, que afectan lo m s esencial de losó á  
seres humanos, como la vida, la libertad y dignidad y que por su extensi nó  
y alcance trascienden al propio individuo, afectando a la humanidad toda, y 
por tanto se encuadran en el concepto de delito de lesa humanidad.

D CIMO  QUINTO:  É Que  en  efecto,  consta  en  la  documental 
ofrecida,  que el  actor fue reconocido como v ctima de violaciones  a losí  
derechos humanos como consta en los registros de la  Comisi n Nacionaló  
sobre  Prisi n  Pol tica  y  Torturaó í ,  as  como  de  los  registros  del  propioí  
Instituto de Previsi n Social, antecedentes que dan pruebas irrefutables de laó  
detenci n y posterior permanencia del actor en varios centros de tortura enó  
Valpara so  (í Base  A rea  Quintero  de  la  FACH,  Buque  Lebu,  é Cuartel 
General Mackenna y Academia de Guerra), circunstancias y antecedentes 
que permiten a esta juez tener  por probada la existencia de los  hechos 
antijur dicos que se invocan.í

D CIMO  SEXTO:  É Que seguidamente,  los  perjuicios  alegados  y 
sufridos por el actor aparecen como consecuencia natural y l gica de todoó  
lo  vivido,  detenci n  ilegal,  tortura  f sica,  ps quica,  todos  hechos  queó í í  
indudablemente  afectan  de  sobremanera  la  vida  de  cualquier  persona, 
provocando entre otras cosas, trabas para la estabilidad emocional familiar y 
social, circunstancias acreditadas por la prueba testimonial rendida en autos, 
donde los dos testigos contestes, que conocen al Sr. Abarca, manifestaron 
que el  actor,  antes  de ser  v ctima de los  graves  hechos  constitutivos  deí  
violaci n a los derechos humanos, era activo, lleno de vida, feliz con suó  
familia,  pero que despu s de ello, pas  a ser una persona temerosa, coné ó  
trastornos del sue o y ansiedad, y que hasta el d a de hoy no se recuperañ í  
del trauma de haber sido detenido ilegalmente y vejado por agentes del 
Estado, circunstancias que han repercutido indiscutiblemente en su vida, a 
tal punto que seg n relatan, tom  la determinaci n de irse del pa s -siendoú ó ó í  
incluso  detenido de  nuevo-  para  radicarse  en Argentina,  disgregando su 
familia y asentamiento. 

Luego, huelga se alar que tales antecedentes dan cuenta del v nculoñ í  
causal  entre  los  hechos delictivos  acreditados y el  da o padecido por elñ  
actor, puesto que de no mediar lo primeros jam s se habr an producido losá í  
segundos.

D CIMO S PTIMO:  É É Que habi ndose acreditado la existencia delé  
da o moral que se reclama de conformidad a lo dispuesto en el art culoñ í  
1698 del C digo Civil, corresponde pronunciarse sobre las defensas de laó  
demandada.

D CIMO OCTAVO:  É Que en relaci n al da o moral cabe se alaró ñ ñ  
que en su contestaci n el Fisco de Chile ha indicado que el demandante esó  
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beneficiario de las Leyes N  19.992 y 19.234 que estableci  una pensi n° ó ó  
anual de reparaci n y otorg  otros beneficios a las personas afectadas poró ó  
violaciones a los Derechos Humanos, pretendiendo con esto alegar adem sá  
de  otras  prestaciones  que  detalladamente  rese aran  en  la  expositiva,  lañ  
suficiencia de pago. 

D CIMO NOVENO:  É Que con dicha alegaci n el Fisco reconoceó  
en el caso concreto una necesidad de reparaci n y como consecuencia deó  
ello un da o, que esta sentenciadora entiende corresponde al da o moralñ ñ  
atendida la afecci n que cualquier ser humano tendr a de ser expuesto aó í  
situaci n de tortura y vej menes a los derechos humanos.ó á  

VIG SIMO: É Que efectivamente, tal como lo se ala el demandado alñ  
contestar la demanda se han efectuado por el  Estado chileno distintos y 
variados esfuerzos una vez terminado el r gimen militar de resarcimiento deé  
perjuicios mediante pensiones asistenciales y simb licas a todos aquellos queó  
se encuentren en la situaci n como la del demandante. Dichas reparacionesó  
han tenido un car cter general buscando una soluci n uniforme, abstracta,á ó  
sin considerar la situaci n espec fica y particular de cada ser humano queó í  
haya sido sujeto a apremios ileg timos en dicho per odo. Sin perjuicio queí í  
tal como lo se alara la demandada, el monto global atendida la cantidad deñ  
personas en dicha situaci n en nuestro pa s alcanza una suma importante deó í  
dinero para el Estado Chileno, ello no configura lo dispuesto en el art culoí  
63.1 de la Convenci n Interamericana de Derecho Humanos que obliga aló  
pago  de  una  justa  indemnizaci n  a  la  parte  lesionada,  esto  es  a  cadaó  
persona en espec fico.í  

VIG SIMO PRIMERO:  É Que si bien el actor, no controvirti  eló  
hecho de ser beneficiario de una pensi n otorgada por el  Estado en losó  
t rminos expresados en el motivo anterior, y por el contrario, reconociendoé  
tal hecho, esta sentenciadora no considera acorde a la norma internacional 
mencionada que obliga al Estado chileno en virtud del art culo 5  inciso 2í ° ° 
de la Constituci n Pol tica de la Rep blica, por lo que se desestimar  laó í ú á  
alegaci n de suficiencia de pago, sin perjuicio que tales cantidades recibidasó  
por  el  actor,  ser n  consideradas  al  momento  de  establecer  el  quantumá  
indemnizatorio como se dir  m s adelante.  á á

VIG SIMO  SEGUNDO:  É Que  en  torno  a  la  excepci n  deó  
prescripci n extintivaó  de la  acci n,  incoada plateada por la demandada,ó  
huelga tener presente que el hecho que motiva esta acci n, es de aquellosó  
que la doctrina y tribunales superiores  de justicia reconoce como graves 
cr menes  de  lesa  humanidad,  tal  y  como lo  establece  los  Convenios  deí  
Ginebra  del  a o  1949,  toda  vez  que  estos  hechos  y  especialmente  losñ  
descritos en el motivo 12  ocurrieron en un contexto de excepci n a nuestra° ó  
democracia, per odo en que se vulneraron de manera grave, sistem tica yí á  
masivamente los derechos humanos de las personas oponentes al r gimen deé  
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entonces o a simples civiles que no adher an a ning n movimiento pol tico,í ú í  
con el nico fin posible de amedrentar al resto de la poblaci n civil, todoú ó  
ello cometido por agentes del Estado o por civiles amparados por ste.é

VIG SIMO  TERCERO:  É Que  cabe  precisar  que  la  acci nó  
indemnizatoria  que  se  deduce  se  encuentra  sustentada  en  las  torturas 
acreditadas que ha sufrido el actor por el Estado Chileno con enorme poder 
de coerci n y uso de fuerza, vulner ndose con aquello lo dispuesto en eló á  
art culo 5.2 de la Convenci n Interamericana sobre Derechos Humanos,í ó  
norma ltima que establece que nadie debe ser sometido a torturas ni aú  
tratos  crueles  inhumanos  o  degradantes  que  as  si  bien  la  acci ní ó  
indemnizatoria  tiene  un  contenido  patrimonial  obedece  a  ndoleí  
humanitaria proveniente de los derechos de todos ser humano reconocidos 
en el tratado internacional indicado, que prima de acuerdo a las normas de 
derecho interno en espec fico al art culo 2497 del C digo Civil.í í ó

VIG SIMO  CUARTO:  É Que por  otro  lado  sustenta  la  tesis  de 
inaplicabilidad  de  la  norma  del  C digo  Civil  antes  mencionada  por  eló  
art culo 2  de la Convenci n Interamericana sobre Derechos Humanos queí ° ó  
obliga  a  los  estados  parte  a  adoptar  con  arreglo  a  sus  procedimientos 
constitucionales  las  medidas  legislativas  o  de  otro  car cter  que  fueraná  
necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades y el art culo 5  deí °  
la Constituci n Pol tica de la Rep blica que reconoce como limitaci n a laó í ú ó  
soberan a el respeto de los derecho esenciales que emana de la naturalezaí  
humana  y  la  obligaci n  del  mismo  de  promover  dichos  derechosó  
fundamentales.

En efecto, ya la jurisprudencia se ha pronunciado en el sentido que la 
presente acci n civil deriva justamente de hechos tipificados como cr menesó í  
de  lesa  humanidad  los  cuales  no  prescriben,  por  lo  que  resultar aí  
incoherente entender que la acci n de reparaci n est  sujeta a normas deó ó á  
prescripci n, puesto que ello atenta los principios del Derecho Internacionaló  
que  establecen  la  obligaci n  permanente  del  Estado  de  reparar  a  lasó  
v ctimas de estos cr menes considerados de los m s atroces,  tal  como seí í á  
establece en el Pacto de Derechos Civiles y Pol ticos, de fecha 23 de marzoí  
de 1976, Parte III, art culo 9, numerando quinto, y la Resoluci n Aprobadaí ó  
56/83 de la Asamblea General de Las Naciones Unidas, de fecha 28 de 
enero  2002,  sobre  Responsabilidad  del  Estado  por  hechos 
internacionalmente  il citos,  en  especial  su  cap tulo  segundo;  y  teniendoí í  
presente especialmente que ambas acciones se sustentan en el mismo hecho 
il cito.í

VIG SIMO  QUINTO:  É Que  dado  que  los  Derechos  Humanos 
reconocidos en la Convenci n son inherentes al ser humano durante toda laó  
existencia de ste, no es posible sostener a juicio de esta sentenciadora queé  
un Estado pretenda desconocer la reparaci n necesaria y obligatoria por eló  
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mero  transcurso  de  ste,  ya  que  ello  significar a  desconocimiento  delé í  
Derecho Humano conculcado. 

VIG SIMO SEXTO:  É Que sustenta lo anterior el art culo 131 delí  
Convenio de Ginebra que sostiene que ninguna parte contratante podrá 
exonerarse, ni exonerar a otra parte contratante, de las responsabilidades en 
que haya  incurrido  ella  misma u otra  parte  contratante  a  causa  de  las 
infracciones previstas en el art culo 130 en el que se incluye la tortura oí  
tratos inhumanos.

Por lo dem s, el que la Convenci n sobre la Imprescriptibilidad de losá ó  
cr menes de guerra y de lesa humanidad establezca en su art culo 4  laí í °  
imprescriptibilidad de la acci n penal  a los  cr menes mencionados en eló í  
art culo  1  entre  otros,  esto  es  los  de  lesa  humanidad  no  conllevaí  
necesariamente  la  exclusi n  de  la  imprescriptibilidad  de  la  acci n  civil,ó ó  
m xime  considerando  el  contexto  del  pre mbulo  de  la  convenci n  ená á ó  
an lisis, en especial aquellos de los p rrafos 3, 4, 6 y 7. á á

VIG SIMO S PTIMO:  É É Que de otro lado, debe tenerse presente 
que no nos encontramos frente a una acci n de indemnizaci n de perjuiciosó ó  
com n  que derive de relaciones contractuales o extracontractuales propias“ ú ”  

del  derecho interno,  sino  que como se  dijo,  nos  encontramos  ante  una 
acci n que se sustenta en situaciones de car cter humanitaria y que por loó á  
tanto debe sujetarse a normas y principios y las reglas internacionales que 
conforman el ius cogens, propias del Derecho Internacional; as  y de acogerí  
la tesis planteada por la demandada en este punto, resultar a una graveí  
infracci n  a  las  obligaciones  internacionales  que  ha  contra do  nuestroó í  
Estado, es as  que habiendo ratificado Chile la Convenci n de Viena ení ó  
1980, la que en su art culo 27 establece que un Estado no puede invocar suí  
propio derecho interno para eludir sus obligaciones internacionales, como 
por ejemplo -y como se ha venido se alando- la de reparaci n, norma, queñ ó  
por lo dem s, seg n nuestro ordenamiento interno tiene rango constitucionalá ú  
de acuerdo al art culo 5  de la Constituci n Pol tica del Estado, por lo queí º ó í  
contrariar la  norma mencionada, ser a incluso infringir  a nuestro propioí  
sistema jur dico.í

VIG SIMO OCTAVO:  É Que por otra parte el art culo 2332 delí  
C digo Civil se ala que: ó ñ “las acciones que concede este t tulo por da o oí ñ  
dolo, prescriben en cuatro a os, contados desde la perpetraci n del actoñ ó ”; el 
art culo  2514  se ala  que:  í ñ “la  prescripci n  que  extingue  las  acciones  yó  
derechos ajenos exige solamente cierto lapso de tiempo, durante el cual no  
se  hayan  ejercido  dichas  acciones.  Se  cuenta  este  tiempo desde  que  la  
obligaci n se  haya hecho exigibleó ;  finalmente  el  art culo 2515 de igual” í  
cuerpo legal se ala que el tiempo es de 5 a os para las acciones ordinarias.ñ ñ
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VIG SIMO  NOVENO:  É Que  en  ese  contexto,  el  estatuto  del 

derecho privado chileno regula relaciones entre particulares, regidas por los 
principios de la autonom a de la voluntad y en plano de igualdad, cuesti ní ó  
inaplicable al caso sub lite, donde se busca regular y sancionar en el mbitoá  
de derecho p blico,  relaciones  verticales  del  Estado con los  particulares,ú  
determinando las responsabilidades que ste tenga por las afectaciones deé  
derechos por parte de sus agentes.

TRIG SIMO:  É Que  resulta  inconcuso  que  trat ndose  delá  
resarcimiento de las transgresiones a los Derechos Humanos, la fuente de 
responsabilidad civil o el estatuto aplicable, no puede encontrarse en nuestro 
C digo Civil, toda vez que las normas de regulaci n y protecci n de talesó ó ó  
derechos  son posteriores  a  nuestra  codificaci n,  y  las  ah  contenidas  noó í  
fueron concebidas por Bello para la soluci n de problemas contempor neos,ó á  
como el  de marras,  para los cu les ha devenido el desarrollo de nuevasá  
concepciones al amparo del Derecho Internacional , el que incorporado en 
virtud del art culo 5  de nuestra Constituci n Pol tica, resulta absolutamenteí º ó í  
vinculante y obligatorio.

TRIG SIMO PRIMERO: É Que as , en el caso í sub lite, la detenci nó  
y torturas propinadas al actor por razones pol ticas constituye en el hechoí  
actividades ileg timas llevadas a cabo en forma extrajudicial, al margen de laí  
juridicidad, por ende, se trata de un crimen de lesa humanidad, que de 
acuerdo al Derecho Internacional a trav s de normas de é Ius Congens, del 
Derecho Consuetudinario y Derecho Convencional donde se ha declarado 
su imprescriptibilidad, sin distinci n alguna de si ello alude a las accionesó  
penales y civiles,  sin que pueda estimarse dicha omisi n como suficienteó  
para  interpretar  dicho  cuerpo  normativo  en  contra  de  sus  beneficiarios 
naturales, lo que no ser a sino contrariar su historia fidedigna.í

TRIG SIMO SEGUNDO:  É Que en efecto, el art culo 63.1 de laí  
Convenci n Americana de Derechos Humanos establece que cuando hayaó  
violaci n de un derecho o libertad habr  derecho al  pago de una justaó á  
indemnizaci n a la parte lesionada, y el art culo 1.1 trata de las obligacionesó í  
de respeto y garant a por parte de los Estados partes de las disposicionesí  
contenidas  en  tal  pacto,  relativas  al  respeto  y  protecci n  de  derechosó  
fundamentales.

TRIG SIMO  TERCERO:É  Que  as  resulta  inocuo  aplicar  lasí  
normas  del  C digo  Civil  y  declarar  prescritas  acciones  indemnizatoriasó  
ordinarias  emanadas  de  violaciones  a  derechos  fundamentales,  por  ser 
contrarias al  orden jur dico internacional,  que traducido en Convenios  yí  
Tratados y por clara disposici n constitucional, son vinculantes para Chile,ó  
como  ha  reconocido  y  declarado  abundante  jurisprudencia  de  nuestros 
Tribunales Superiores de Justicia, entre otros, en el homicidio de Fernando 
Vergara, los denominados caso Ligui a, Caravana de la Muerte -cap tuloñ í  
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San Javier-,  Secuestro y Desaparici n de Dar o Miranda Godoy y Jorgeó í  
Solovera Gallardo y secuestro y desaparici n de Sergio Tormen M ndez.ó é

TRIG SIMO  CUARTO:  É Que  los  art culos  6  y  7  de  laí  
Constituci n Pol tica de la Rep blica establecen los principios de igualdadó í ú  
ante la ley de gobernantes y gobernados, siendo responsables tanto de sus 
acciones como de sus omisiones, asimismo el art culo 4  de la Ley 18.575í º  
sobre Bases Generales de la Administraci n del Estado, se ala que ste seró ñ é á 
responsable por los da os que causen los rganos de la Administraci n en elñ ó ó  
ejercicio  de  sus  funciones,  sin  perjuicio  de  las  responsabilidades  que 
pudieren afectar al funcionario que los hubiere ocasionado, normas que en 
conjunto con los  tratados internacionales  vigentes  en Chile,  reafirman el 
deber de responder y resarcir los da os, normas que carecer an de todañ í  
validez y operatividad de aplicarse las reglas y plazos del derecho com n aú  
materias de tan alto dolor y conocimiento p blico, como son las violacionesú  
a los Derechos Humanos.

TRIG SIMO QUINTO:  É Que por  lo  se alado precedentemente,ñ  
esta sentenciadora estima que los c mputos de los plazos establecidos en losó  
art culos 2332 y 2515 no son aplicables en la especie, entran en directaí  
contradicci n  con  normas  internacionales,  normas  de  ó Ius  Cogens,  el 
Derecho Consuetudinario y el Derecho Constitucional, desech ndose as  laá í  
prescripci n invocada por la demandada.ó

TRIG SIMO SEXTO: É Que as  las cosas, desechadas que fueren lasí  
defensas fiscales, y establecida la existencia del il cito y su relaci n causalí ó  
con los da os y perjuicios invocados, y a la luz de las declaraciones de losñ  
dos testigos contestes, sin tacha, y que dieron raz n de sus dichos, no cabeó  
sino dar lugar a la acci n indemnizatoria solicitada respecto del da o moraló ñ  
sufrido  por el  actor,  que  se  funda  en el  hecho de  haber  sido  detenido 
ilegalmente por tres veces, la primera vez liberado el mismo d a, la segundaí  
al octavo d a y la tercera al tercer d a, siendo sometido a golpes, torturas yí í  
malos  tratos,  da o  que  esta  sentenciadora  estima  prudencialmente  enñ  
$20.000.000.-  atendida  la  gravedad  de  las  violaciones  a  los  derechos 
humanos a que fuera sometido el demandante, tanto que fuera reconocido 
como v ctima del Estado Chileno en el Informe de la Comisi n Nacionalí ó  
sobre Prisi n Pol tica y Tortura, lo que naturalmente conlleva gran dolor yó í  
aflicci n que provocan en un ser humano sujeto a aquellos, no s lo doloró ó  
f sico inmediato sino que adem s un estado de vulnerabilidad interna coní á  
efectos permanentes, que incluso lo obligaron a abandonar el pa s junto a suí  
familia, y con las secuelas psicol gicas que aun padece.ó

Que asimismo, cabe se alar que esta sentenciadora tambi n considerñ é ó 
en la cuantificaci n de la reparaci n civil se alada en el p rrafo anterior, eló ó ñ á  
hecho que el actor Sr. Abarca, ha recibido prestaciones pecuniarias seg nú  
consta en detalle proveniente el Instituto de Previsi n Social acompa ado aó ñ  
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la carpeta electr nica. En este sentido, se advierte que el demandante aó  
mayo de 2018, ha sido beneficiario de dos pensiones una entre enero de 
1994 a junio de 2006 por la suma de $14.205.518.- y otra entre julio de 
2006  a  mayo  de  2018  por  la  cantidad  de  $24.398.244.-.-,  un  bono 
equivalente a $3.000.000.- y aguinaldo por $576.978.- sumando un total a 
la fecha $42.180.740.- y una pensi n actual de $205.266.-, de manera queó  
dichos pagos si bien no son aptos para enervar la acci n indemnizatoria, sió  
fueron considerados al momento de ponderar y avaluar el da o moral. ñ

TRIG SIMO S PTIMO: É É Que los dem s antecedentes allegados alá  
proceso en nada alteran lo resuelto precedentemente.

TRIG SIMO OCTAVO:  É Que atendido el car cter declarativo delá  
proceso, la suma ordenada pagar s lo devengar  intereses y reajustes, unaó á  
vez que se encuentre firme o ejecutoriada y hasta su pago efectivo.

TRIG SIMO NOVENO:  É Que atendido el m rito de lo razonadoé  
anteriormente y habiendo resultado mayormente vencido el demandado, se 
le impondr  el pago de las costas. á

Por estas consideraciones y lo dispuesto en los art culos 160, 170, 748í  
y  siguientes  del  C digo  de  Procedimiento  Civil;  art culo  48 del  C digoó í ó  
Org nico de Tribunales; art culos 2332 y 2497 del C digo Civil; Ley Ná í ó ° 
19.992, ley N  19.123; art culo 2.3 del  Pacto Internacional de Derechos° í  
Civiles y Pol ticos; art culo 14.1 de la Convenci n sobre la Tortura y otrosí í ó  
tratos o penas crueles, inhumanos y degradantes; art culos 1.1, 2 y 63.1 deí  
la Convenci n Americana de Derechos Humanos; los Principios 15, 18 y 20ó  
de los Principios y directrices b sicos sobre el derecho de las v ctimas deá í  
violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y 
de violaciones graves del derecho internacional humanitario, se declara:

I.-  Que se  rechazan las  excepciones  de  reparaci n del  da o y deó ñ  
prescripci n decidas por la demandada; ó

II.-  Que se  acoge la  demanda de fecha 23 de abril  de 2018,  en 
cuanto  se  declara  que  el  demandado  es  responsable  civilmente  por  los 
hechos de que fue v ctima don Carlos Fernando Abarca Riveros acaecidosí  
entre  los  a os  1973  y  1975,  debiendo  el  Fisco  pagar  la  suma  deñ  
$20.000.000.- (veinte millones de pesos) por concepto de indemnizaci n deó  
perjuicios por responsabilidad extracontractual por da o moral;ñ

III.  Que la suma ordenada pagar devengar  reajustes e intereses– á  
desde que el presente fallo quede ejecutoriado y hasta su pago efectivo.

IV.- Que se condena en costas al demandado. 

Reg strese, notif quese, cons ltese sino se apelare.-í í ú
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DICTADA  POR  DO A  ROCIO  P REZ  GAMBOA,  JUEZÑ É  
TITULAR. AUTORIZA DO A MARIELLA RISOPATRON CERNA,Ñ  
SECRETARIA SUBROGANTE.

           

Se deja constancia que se dio cumplimiento a lo dispuesto en el inciso final del art. 162 
del C.P.C. en  Santiago,  veintiocho de Marzo de dos mil diecinueve 
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Este documento tiene firma electrónica y su original puede ser
validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la tramitación de la
causa.
A contar del 12 de agosto de 2018, la hora visualizada
corresponde al horario de verano establecido en Chile
Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla de Pascua e
Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para más información
consulte http://www.horaoficial.cl
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